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SALA SEGUNDA

Sección Tercera

ExcMos. ssñoRps;

Don Luis López Guerra
Don Eugenio Dfaz Eimil
Don Julio González Campos

Nfin. de Registro z 85L/93

ASITNTO: Recurso de amparo in-

terpuesto por Castel lana de

Publ ic idad Exter ior ,  S.L.  re-

present,ada por el Procurador

don Manuel Sánchez-Puelles y

González de Carvaja l .

SOBRE: Contra Auto de 25 de

febrero de 1993 de la  Sección

Tercera de Ia Audiencia Pro-

vincial de Burgoe.

eI recurso de amparo interpues-
Exter io r ,  S .L .

La Sección ha examinado

por Castel lana de publicidad

I. A}ITECEDENTES

1.  Con fecha de 23 de marzo de 1993 t iene entrada en e l
Regist,ro General de est,e Tribunal demanda de amparo formurada
por la representación procesal de Castel lana de Publicidad Ex-
ter ior ,  S.L. ,  contra e1 Auto de 23 de febrero de L993 de la
Sección 3e de la  Audiencia prov inc ia l  de Burgos.
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2. Los hechos de }os que trae causa Ia denanda de ampa-

ro re l -evantes para la  resoluc ión del  caso son,  en s fntes ie,  los

s igu ientes:

a) La recurrente dedujo demanda int,erdictal para
recobrar Ia posesión de unas vallas publicit,arias cont,ra el Mu-
nicipio (Ayuntamiento) de Burgos que fue eetimada por Sentencia
del Juzgado de Primera Instancia Número L de Burgoe de L1. de
marzo de L988 que condenó, asimismo a fa entidad local al pago
de los daños y per ju ic ios causados por el  despojo.

b) Seguido eL juicio verbal previsto en el art.
1.66L LEC, para la l iquidación o f  i  jación del  mont,ant,e de }a
indemnización a pagar por el Municipi-o a la demandant,e, €1 Juz-
gado, pof,  Sentencia de 28 de ju l io de 1988, la c i f ró en
5L.567.000 pesetas  más los  in te reses  lega les .

c) Después de diversas vicisit,udes que no son del
caso, parece que en eL trámite de ejecución de la referida sen-
tencia l iquidaLoria de Ia indemnización a pagar por el Munici-
pio de Burgos, ef Juzgado de primera Inst,ancia Nrlmero 1 de
Burgos dict,ó un Auto con fecha de 30 de septiembre de Lggz,
resolutorio de un recurso de reposición que confirmó otro Auto
de 30 de julio de 1992 en el que se acordó hacer entrega a Ia
Recaudación Municipal  de 28.928.459 peset,as de la cant idad pre-
viamente embargada al Municipio y depositada en la cuenta del
Juzgado a favor de la sociedad demandante, parece que para el
pago de una deuda que esta sociedad tenfa a su vez frente al
Municipio.

d )

paro int,erpuso

ción Tercera

48e /e2 ,  .

e )

Ias partee, La

Contra este Auto la Sociedad demandante del am-
recurso de apelación que correspondió a 1a Sec-

de la Audiencia Provincial de Burgos (Rollo

Tras el trámite de personación e instrucción de
Sala mediante providencia de 15 de enero de 1993
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suspende er plazo para resolver por considerar que puede exis-
t ' ir falta de competencia funcional para conocer de la apelación
y concede un plazo de tres dlas para alegaciones de las partes.

f) Tras la present,ación de 1as oportunas alegacio-
nes por La recurrente, la Audiencia dict,a Auto con fecha de 4
de febrero de 1993 en 1a que declara su falta de competencia
funcional para conocer de la apelación j_nt,erpuesta.

g) Recurrido en súplica este Auto es confirmado por
ot ro de 25 de febrero de 1993,  not i f icado -segr ln  se d ice en La
demanda- er 27, que es el que ahora se recurre en amparo.

3.  Por  prov idencia de L2 de ju t io  de 1993 Ia secc ión
acordó conceder a la recurrente y af Minist,erio Fiscal el plazo
común de diez dlas para que formulasen, con las aportacionea
documentales que procedieran, relación con la carencia mani-
f iesta de cont ,en ido const , i tuc ionar  de la  demanda (ar t .  so.1-c
LOTC) .

4. En su escrit ,o de alegaciones La recurrent,e reit,era
su petición de amparo que centra básicamente en la vulneración
del derecho a la tuteLa judicial efectiva que imput,a aI Juzgado
de rnstancia que no cumple con la ejecución de 1a sentencia
firme obrante en los autos y que provoca además indefensión a1
introducir, con el embargo admitido, situaciones faLtas de ga-
rantfa procesal y sin que contra erro se puedan uti t izar pert i-
nentes medios de defensa. Asimismo, denuncia Ia indefensión de
que es objeto por La Audiencia provinciaL al privar a la recu-
rrente de poder apelar contra las actuaciones judiciales del
Juzgado de primera Instancia

5.  Por  su par t ,e ,  €1 Min is ter io  F iscal  en sus a legacio-
nes entiende que la queja const, i tucionaL fundada en el art. 2s
c.E. carece de realidad ya que eL pago de una deuda no const, i-
t 'uye un irfcito en el ámbito sancionador. De otra parte, la re-
sorución que ordena eL embargo constituye una medida caut,eLar
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confirmatorio deL anteriorment,e cit ,ado, vulnerarla el art. 24

C.E. en su vert, iente de acceso a los recure¡os. Asimismo invoca

Ia v io lac ión del  ar t , .  25 C.8. ,  gu€ se apl icar Íar  €o la  t ,es is  de

Ia recurrente, por analogfa.

3. Ninguno de los reproches que se invocan en la deman-

da pueden ser  atendidos.  La vu lnerac ión del  ar t .  25 C.E.  que

se alega carece de sust,anti-vidad desde el momento en que no es-

tamos en presencia de ningún procedimiento sancionador del que

se haya derivado l-a imposición de una sanción o pena para la

recurrente.

Tampoco resul ta  vu lnerado e l  ar t , .  24 C.E.  r  €n su ver-

t iente de derecho a la ejecución de las resoluciones judicia-

les, puest,o que el Juzgado adoptó una medida que entra dent,ro

de Las facultades que los órganos judiciales pueden acordar en
el- proceso de ejecución, y que conetituye un t,ema de regalidad
ordinaria que escapa a Ia f iscalización de1 Tribunal Constitu-

c iona l .

Igualmente,  1a v io lac ión det  ar t .  24 C.E.  r  €n su ver-
t iente de derecho de acceso a los recursos no se ha producido.

El Tribunal se l imita de manera racional y fundada a denegar la
adnisión del recurao de aperación porque entiende, conforme a
una interpret,ación y aplicación razonada y fundada en Derecho,
que La rey procesal no establece er recurso para el supuesto
enjuiciado. Este modo de proceder satisface el cont,enido del
derecho a Ia t,utela judiciar efect, iva en la medida en que ra
inadrnisión de] recurso parte de una interpretación de la lega-
l idad ordinaria güer sea o no acertada, está fundada en Dere-
cho .

En este orden de ideas conviene recordar que est,e Tri-
bunal ya ha declarado reiteradamente que el derecho a la t,ut,ela
judicial efecLiva se sat, isface mediante la obtención de una re-
sorución fundada en derecho de fondo sobre ras pret,ensiones

oportunament,e ejercitadas por las part,es, sea o no favorable a
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ellas, sin gue el derecho fundament,al que nos ocupa incluya el
derecho al acierto judicial. Siendo potestad exclusiva de los
órganos judiciares la apricación e interpretación de la legali-
dad ordinaria que no puede ser revisada por e1 Tribunal Consti-
tucj-onal en ra vfa de amparo sino cuando lesione un derecho
fundamental, hipót,esis que por 1o dicho no concurre en el pre-
sente caso.

En virtud de 1o expuesto, la Sección ha acordado la in-
adnisión del presente recurso de amparo por falta de cont,enido
constitucional de la demanda que justif ique una decisión sobre
el  fondo en forma de sent,encia (art , .  50.1-c rJorc),  y et  consj--
guiente archj,vo de las actuaciones.

Madrid, veintisiete de septiembre de mi1 novecientos
noventa y  t res.
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